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Expediente Nº: E/02515/2013

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas por la Agencia Española de Protección de Datos 
ante las entidades ANDALUZA DE RECUPERACIÓN DE CRÉDITOS Y COBROS, S.L., 
y EL COBRADOR DEL FRAC, S.A.,  en virtud de denuncia presentada por D. A.A.A. y 
en consideración a  los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fecha 21 de marzo de 2013, tuvo entrada en esta Agencia escrito de D. 
A.A.A. (en lo sucesivo el denunciante) en el que manifiesta que A.A.C., apoderado de 
EL COBRADOR DEL FRAC, S.A., ha revelado a sus familiares (padres y esposa) y a 
sus amigos su condición de moroso. 

           El denunciante relata que personas que trabajan para EL COBRADOR DEL 
FRAC, S.A. le amenazan con tomar represalias si no paga una deuda –cuya existencia 
dice desconocer-  que DISTRIBUCIÓN MÓVIL, 21, S.L., habría cedido a la primera.  

             Se aportan con la denuncia, entre otros documentos, el escrito denominado 
“Notificación de la  cesión de créditos.  En la  parte  superior  derecha del  documento 
consta: “El COBRADOR DEL FRAC”,  su denominación social,   el  CIF y el  domicilio 
social. En la parte superior izquierda  el destinatario del escrito: “GREEN PLANET XXI 
SRL, (C/.......................1), GRANADA, B ********”. El texto del escrito informa, entre otras 
cuestiones, del nombre de la empresa cedente: “DISTRIBUCIÓN MÓVIL, 21, S.L.” 

SEGUNDO: Tras la recepción de la denuncia, la Subdirección General de Inspección de 
Datos  procedió  a  la  realización  de   actuaciones  previas  de  investigación para  el 
esclarecimiento de los hechos teniendo conocimiento de los siguientes extremos que se 
reflejan en el Informe de Actuaciones Previas de Inspección que reproducimos: 

                 

 << ANTECEDENTES

Con fecha de 21 de marzo de 2013 tiene entrada en esta Agencia un escrito de A.A.A. 
en el que declara lo siguiente:

1. Que la empresa DISTRIBUCION MOVIL 21, S.L. ha cedido al COBRADOR DEL 
FRAC, S.A. los datos de una presunta deuda que afirma desconocer.

2. Que personal de COBRADOR DEL FRAC, S.A.  le está reclamando el pago de 
dicha deuda a través de familiares y amigos.
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Junto a la denuncia aporta los siguientes documentos:

 Copia de la denuncia que ha interpuesto ante la policía nacional describiendo los  
hechos denunciados.

 Copia de la notificación de cesión de crédito de la sociedad DISTRIBUCIÓN MÓVIL  
21, S.L. hacia EL COBRDOR DEL FRAC.

 Copia de la tarjeta de visita de  B.B.B. en calidad de apoderado del COBRADOR 
DEL FRAC.

 Copia de una cartel  que lleva por  mensaje:….¡MOROSO PAGA! O TODOS LO 
SABRAN….

            ACTUACIONES PREVIAS

La denuncia recibida en fecha de 21/3/2013 es asignada al inspector en fecha  
de 17/9/2013 realizándose las siguientes actuaciones:

1. En fecha de 3/2/2014 se solicita información a las sociedades EL COBRADOR  
DEL  FRAC,  S.A.  y  ANDALUZA  DE  RECUPERACIÓN  DE  CREDITOS  Y 
COBROS,  S.L.  recibiéndose  información  en  fecha  de  26/2/2014  de  ambas  
empresas de las que se desprende lo siguiente:

1.1. ANDALUZA DE RECUPERACIÓN DE CREDITOS Y COBROS, S.L.  ha 
manifestado que la deuda reclamada a  A.A.A. deriva de una cesión de  
deuda  realizada  a  EL  COBRADOR  DEL  FRAC,  S.A.  por  la  sociedad  
DISTRIBUCIÓN  MÓVIL  21,  S.L.  (antes  denominada  DOMINION 
TECNOLOGIAS, S.L.) en la que figura la sociedad GREEN PLANET S. XXI,  
S.L. como deudora de un importe de 61.509,07 €.

1.2. Señala  ANDALUZA DE RECUPERACIÓN DE CREDITOS Y COBROS, 
S.L. que la deuda se fundamenta en un documento de reconocimiento de  
deuda  de  fecha  14/2/2011  suscrito  entra  las  sociedades  DOMINION 
TECNOLOGIAS, S.L.U. y  GREEN PLANET S. XXI,  S.L. figurando  A.A.A. 
como fiador y apoderado de ésta última sociedad. Se adjunta copia del  
citado  documento  que  a  su  vez  contiene  una  relación  de  facturas  y  
albaranes impagos. Aportan también escritura de cambio de denominación  
de la sociedad DOMINION TECNOLOGIAS, S.L.U. a DISTRIBUCIÓN MOVIL 
21, S.L.

1.3. Informa  ANDALUZA DE RECUPERACIÓN DE CREDITOS Y COBROS, 
S.L.  que dentro de las acciones de recobro realizadas se contactó con  
A.A.A. quien  manifestó  su  situación  de  falta  de  liquidez  que le  impide  
hacer al pago, por lo que se remitió el expediente al departamento jurídico  
donde se está analizando la interposición de una querella criminal contra el  
deudor al entender que pudiera existir un delito de insolvencia punible.
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1.4. Mediante diligencia de fecha 6/3/2013 se ha recabado información acerca  
de la  sociedad  GREEN PLANET S.  XXI,  S.L.  en el  Registro  Mercantil.  
Según la información recabada A.A.A. figura como administrador solidario  
de dicha sociedad en fecha de 16/5/2005 hasta 29/5/2007,  en que fue  
nombrado administrador único sin que conste ningún cambio posterior.

OBSERVACIONES 

1. EL COBRADOR DEL FRAC es una marca comercial cuyo titular ha cedido sus  
derechos de uso al grupo empresarial EL COBRADOR DEL FRAC compuesto  
entre otras por las siguientes sociedades:

1.1. EL COBRADOR DEL FRAC,  S.A.:  cuyo  objeto  social  es  la  compra  de  
deuda a acreedores.

1.2. IBERICA  DE  INFORMACIÓN  Y  ADMINISTRACIÓN  FINANCIERA,  S.A.  
cuyo objeto social es actuar de administrador de las sociedades que se  
dedican  a  las  gestiones  de  cobro  de  las  deudas  adquiridas  por  EL  
COBRADOR DEL FRAC, S.A.

1.3. INFORFRAC, S.A. cuya actividad es la provisión de servicios informáticos  
a las empresas del Grupo EL COBRADOR DEL FRAC.

1.4. Las  empresas  del  Grupo  actualmente  con  actividad  dedicadas  a  las  
gestiones  de cobro de las deudas adquiridas por EL COBRADOR DEL  
FRAC, S.A. son:

 GESTIÓN Y RECUPERACIÓN M1, S.L.: con sede en Madrid

 COBROS URGEL, S.L.: con sede en Barcelona.

 VALCOBROS, S.L.: con sede en Valencia.

 ANDALUZA DE RECUPERACIÓN DE CRÉDITOS Y COBROS, S.L.:  
con sedes en Sevilla y Málaga.

 BIL GESTIÓN Y RECOBRO, S.L.: con sede en Bilbao.

 COLON 24, S.L.: con sede en Vigo.

 MURCIANA DEL FRAC, S.L. con sede en Murcia.

2. En las numerosas denuncias recibidas hasta la fecha desde toda la geografía  
española contra el COBRADOR DEL FRAC y sus empresas del grupo, existe  
un elemento común en cuanto al “modus operandi” de estas empresas en sus  
acciones  de  recobro  y  relativo  a  la  vulneración  del  deber  de  secreto.  
Prácticamente la totalidad de los denunciantes señalan que los agentes de el  
COBRADOR DEL FRAC someten  al  presunto deudor  a  una fuerte  presión  
derivada de la divulgación de la supuesta condición de moroso en su entorno  
familiar,  social  y  laboral  mediante  la  utilización  de  diferentes  técnicas:  
colocación de carteles,  tarjetas,  llamadas,  entrevistas en persona,  etc.,  que  
tienen por destinatarios, además del presunto deudor, terceras personas de los  
mencionados entornos ajenas a la presunta deuda.>>
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

Es competente para resolver el Director de la Agencia Española de Protección 
de Datos, conforme a lo establecido en el artículo 37.d), en relación con el artículo 36, 
ambos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal (en lo sucesivo LOPD).

II

            Con carácter previo al examen de la cuestión de fondo sobre la que versa la 
denuncia  – la presunta revelación a terceras personas por las entidades denunciadas 
de  la  condición  de  moroso  del  deudor-  parece  conveniente  hacer  las  siguientes 
consideraciones.  

            La sociedad El Cobrador del Frac (en lo sucesivo, El Cobrador o la denunciada) 
tiene como objeto social la adquisición de créditos vencidos, líquidos y exigibles con la 
finalidad de hacer efectivo su cobro. A su vez, esta sociedad encomienda la gestión de 
cobro de los créditos de los que es titular a “sociedades franquiciadas”, entre las que se 
encuentra  ANDALUZA DE RECUPERACIÓN DE CRÉDITOS Y COBROS, S.L., (en lo 
sucesivo, Andaluza de Recuperaciones o la denunciada) que es otra de las entidades 
contra  las  que se dirige  esta  denuncia  y  cuyo ámbito  territorial  de  actuación es  la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

           Entre El  Cobrador y Andaluza de Recuperaciones existe un encargo de 
tratamiento en los términos previstos en el artículo 12 de la LOPD según contrato de 
fecha 23 de noviembre de 2007.  

            Sobre el origen del crédito cuyo pago se reclama al denunciante, según 
información facilitada por Andaluza de Recuperaciones, fue cedido a El Cobrador por la 
sociedad  DISTRIBUCIÓN  MÓVIL  21,  S.L.  (cuya  denominación  social  anterior  era 
DOMINIUM TECNOLOGÍAS, S.L.). 

            El crédito del que era titular DOMINIUM TECNOLOGÍAS, S.L., deriva de los 
servicios prestados a la sociedad, GREEN PLANET XXI, S.L. A este respecto se han 
facilitado a la Agencia copia de los albaranes que acreditan la entrega de mercancías 
por la sociedad DOMINIUM TECNOLOGÍAS, S.L. (más tarde Distribución Móvil 21, S.L) 
cedente del crédito a la sociedad  GREEN PLANET XXI, S.L.. 

            Consultado el Registro Mercantil se verifica que  con fecha 29 de mayo de 2007 
se inscribió el nombramiento del denunciante, D. A.A.A., como administrador único de 
GREEN PLANET XXI, S.L.   

            Ahora bien,  el requerimiento de pago de la deuda que El Cobrador y su 
encargada de tratamiento, Andaluza de Recuperaciones, han dirigido al denunciante no 
lo ha sido exclusivamente por su condición administrador único de la sociedad 
deudora, Green  Planet  XXI,  S.L..  También  ha  sido  requerido  de  pago  por  su 
condición de fiador.  En virtud del acuerdo suscrito se obligaba expresamente, 
con carácter solidario al pago de la deuda que GREEN PLANET XXI, S.L., mantenía 
frente  a  la  entidad  cedente  del  crédito  renunciando  a  los  beneficios  de  división  y 
excusión. 
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            Obra en el expediente, recabado en el curso de las actuaciones de investigación 
previa, un documento denominado  “Reconocimiento y Transacción de deuda”, suscrito 
en Granada el 14 de febrero de 2011 entre Dominion Tecnologías, S.L., en calidad de 
acreedora, y D.A.A.A. en una doble condición:  como representante de Green Planet 
XXI, S.L. (la deudora) y en su propio nombre, en calidad de fiador. 

            En el  documento  de  reconocimiento  de deuda  las  partes  manifiestan 
expresamente que El Fiador (el denunciante) “comparece en este acto para afianzar 
solidariamente a LA DEUDORA y asumir los compromisos frente a LA ACREEDORA en 
los términos que se recogen en este documento”. Entre las estipulaciones contractuales 
son dignas de mención las siguientes: 

-“PRIMERA- “(…) LA DEUDORA Y EL FIADOR se comprometen a pagar,  indistinta y 
solidariamente, a la ACREEDORA el importe de  (…) (61.59,07 €)

-“TERCERA.- (..)

 3.1. SOLIDARIDAD: EL FIADOR afianza solidariamente a la DEUDORA, a favor de la  
ACREEDORA, con renuncia expresa a los beneficios de división, excusión y orden, y 
cualquier otro que le pudiera corresponder en el cumplimiento de las obligaciones de  
pago derivadas de este documento y asumidas por la DEUDORA”

(..)

3.6. EL FIADOR releva a la ACREEDORA  de la obligación de notificarle la falta de pago 
de LA  DEUDORA 

3.7.El  FIADOR se obliga  a  no alegar  que LA DEUDORA se halla  en situación de  
concurso con el fin de eludir el cumplimiento de las obligaciones asumidas en virtud del  
presente contrato”

-“SEXTA.- (..) En cualquier caso, dada la identidad del órgano de administración de LA 
DEUDORA y de EL FIADOR, la notificación realizada en la persona de LA DEUDORA, 
implicará, de forma automática, la notificación a EL FIADOR, y viceversa”. 

 (El subrayado es de la AEPD). 

            La información anteriormente reseñada obliga a concluir que los hechos sobre 
los que versa la denuncia están comprendidos dentro del ámbito de aplicación de la 
LOPD, de modo que la Agencia Española de Protección de Datos es en todo caso 
competente para conocer de los mismos. 

            Ello, porque el objeto de la LOPD –artículo 1-  es “garantizar y proteger, en lo  
que concierne al  tratamiento  de los  datos  personales,  las  libertades públicas  y  los 
derechos fundamentales de las personas físicas…”. Y el artículo 3.a) define dato de 
carácter  personal  como  “cualquier  información  concerniente  a  personas  físicas,  
identificadas o identificables”. 

           Paralelamente, en el documento  “Reconocimiento y Transacción de deuda”, 
el denunciante se obliga personalmente (al margen de su condición de Administrador 
único de Green Planet XXI, S.L.) al pago de la deuda requerida con carácter solidario y 
con renuncia expresa a los beneficios que el Código Civil concede a los fiadores. De tal 
manera que el denunciante tiene la condición de deudor personal frente a la cesionaria 
del crédito, la entidad El Cobrador. 

           Si bien es cierto que el documento de notificación de la cesión del crédito –
documento que el denunciante ha remitido a la Agencia con su denuncia- iba dirigido a 
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la sociedad “Green Planet XXI”, debe entenderse que mediante el mismo documento se 
notificó la cesión al denunciante, en su condición de deudor personal. Opera en este 
punto la cláusula sexta del documento aludido que dice “En cualquier caso, dada la 
identidad  del  órgano  de  administración  de  LA  DEUDORA  y  de  EL  FIADOR,  la 
notificación realizada en la persona de LA DEUDORA, implicará, de forma automática,  
la notificación a EL FIADOR, y viceversa”. 

III

    El artículo 10 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal (LOPD) regula el “Deber de secreto” y dispone: 

           “El responsable del  fichero y quienes intervengan en cualquier  fase del  
tratamiento de los datos de carácter personal están obligados al secreto profesional  
respecto de los mismos y al  deber de guardarlos,  obligaciones que subsistirán aun  
después de finalizar  sus relaciones con el  titular  del  fichero,  o  en su caso,  con el  
responsable del mismo”. 

            Este precepto tiene como finalidad evitar que quienes están en contacto con los 
datos personales almacenados en ficheros realicen filtraciones no consentidas por los 
titulares de los datos. 

            La Audiencia Nacional de manera reiterada viene considerando que la infracción 
del artículo 10 de la LOPD es una infracción de resultado, por lo que su comisión exige 
que los datos revelados hayan sido efectivamente conocidos por un tercero, “sin que 
pueda presumirse tal revelación” (por todas STAN de  11 de junio de 2009) 
           
           El denunciante ha manifestado que una persona que actúa para El Cobrador  ha 
llegado “incluso a proclamar en medio de la vía pública, a bombo y platillo, que soy un  
moroso”  y  afirma también que han visitado a  sus  “padres,  esposa y amigos para 
hacerles saber, también en público, que soy un moroso…” 

           Sin embargo, en relación con estos hechos,  el denunciante no ha aportado con 
su denuncia pruebas de las que se pueda inferir que los hechos se produjeron tal 
y como afirma. En definitiva, no se han facilitado elementos de los que se deriven 
indicios razonables de que existió una vulneración del artículo 10 de la LOPD. 

            El  único elemento que el  denunciante nos ha facilitado a tal  fin es su  
manifestación,  insuficiente  por  sí  sola  para  enervar  el  principio  de  presunción  de 
inocencia. 
          
            En este orden de ideas debe tenerse en cuenta que en el ámbito administrativo 
sancionador  son  de  aplicación,  con  alguna  matización  pero  sin  excepciones,  los 
principios  inspiradores  del  orden  penal,  teniendo  plena  virtualidad  el  principio  de 
presunción  de  inocencia,  que  debe  regir  sin  excepciones  en  el  ordenamiento 
sancionador y ha de ser respetado en la imposición de cualesquiera sanciones. Esto, 
porque  el  ejercicio  de  la  potestad  sancionadora  del  Estado,  en  sus  diversas 
manifestaciones,  está  condicionado  al  juego  de  la  prueba  y  a  un  procedimiento 
contradictorio en el que puedan defenderse las propias posiciones.  
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 El  Tribunal  Constitucional  en  Sentencia  76/1990  (STC)  considera  que  el 
derecho a la presunción de inocencia comporta “que la sanción esté basada en actos o 
medios probatorios de cargo o incriminadores de la conducta reprochada; que la carga  
de la prueba corresponda a quien acusa, sin que nadie esté obligado a probar su  
propia  inocencia;  y  que  cualquier  insuficiencia  en  el  resultado  de  las  pruebas 
practicadas,  libremente valorado por el  órgano sancionador,  debe traducirse en un  
pronunciamiento absolutorio”. 

            De acuerdo con este planteamiento el artículo 137 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común (en lo sucesivo LRJPAC), establece que “1. Los procedimientos 
sancionadores  respetarán  la  presunción  de  no  existencia  de  responsabilidad  
administrativa mientras no se demuestre lo contrario.”

            Como ha precisado el Tribunal Supremo en Sentencia  (STS) de 26 de octubre 
de 1998 la vigencia del principio de presunción de inocencia  “no se opone a que la  
convicción  judicial  en  un  proceso  pueda  formarse  sobre  la  base  de  una  prueba  
indiciaria, pero para que esta prueba pueda desvirtuar dicha presunción debe satisfacer  
las  siguientes  exigencias  constitucionales:  los  indicios  han  de  estar  plenamente  
probados  –  no  puede  tratarse  de  meras  sospechas  –  y  tiene  que  explicitar  el  
razonamiento en virtud del cual, partiendo de los indicios probados, ha llegado a la  
conclusión de que el imputado realizó la conducta infractora, pues, de otro modo, ni la  
subsunción estaría fundada en Derecho ni habría manera de determinar si el proceso  
deductivo es arbitrario, irracional o absurdo, es decir, si se ha vulnerado el derecho a la  
presunción de inocencia al estimar que la actividad probatoria pueda entenderse de  
cargo.”

En STC 24/1997 el Tribunal Constitucional ha manifestado que  “los criterios 
para  distinguir  entre  pruebas  indiciarias  capaces  de  desvirtuar  la  presunción  de  
inocencia y las simples sospechas se apoyan en que:

a) La prueba indiciaria ha de partir de hechos plenamente probados.
b) Los hechos constitutivos de delito deben deducirse de esos indicios (hechos  

completamente probados) a través de un proceso mental razonado y acorde con las  
reglas del criterio humano, explicitado en la sentencia condenatoria (SSTC 174/1985,  
175/1985, 229/1988, 107/1989, 384/1993 y 206/1994, entre otras).”

De la exposición precedente se concluye que  el principio de presunción de 
inocencia impide imputar una infracción administrativa cuando no se haya obtenido y 
constatado una prueba de cargo que acredite los hechos que motivan la imputación o 
la intervención en los mismos del presunto infractor.

            La Audiencia Nacional ha acogido el principio de presunción de inocencia en 
todos aquellos casos en los que no se han aportado pruebas capaces de desvirtuar tal 
principio.  Pueden  citarse  en  este  sentido  algunas  Sentencias  de  este  Tribunal 
particularmente significativas. 

En  SAN  de  14  de  marzo  de  2013  (Rec.394/20111)  la  Audiencia  Nacional 
examinó la infracción del deber de secreto por el que la Agencia  había sancionado a la 
recurrente –por infracción del artículo 10 LOPD- por haber revelado supuestamente a 
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terceros, entre otros datos personales del denunciante, su condición de moroso.  La 
Sentencia precitada estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la 
resolución del Director de la Agencia Española de Protección de Datos que sancionaba 
a la recurrente por una presunta infracción del artículo 10 LOPD, por cuanto el Tribunal 
consideró que no se había acreditado suficientemente que la entidad hubiera facilitado a 
terceros información sobre sus clientes. 

           La mencionada SAN comienza recordando  “El principio de presunción de 
inocencia recogido en el artículo 24.2 de la Constitución y 137.1 de la LRJPAC, que la  
doctrina del Tribunal Constitucional ha considerado aplicable al derecho administrativo  
sancionador …”. Posteriormente, examina la actuación de la entidad que, con el objeto 
de realizar las gestiones de recobro de deudas mantuvo reiterados contactos telefónicos 
tanto con sus clientes como con otras personas de su entorno, señalando el hecho de 
que dicha entidad “…realizara numerosas llamadas a teléfonos de personas distintas de  
sus clientes, tanto de familiares o de “otros”, tampoco tiene entidad por sí solo para  
acreditar  la  infracción  apreciada,  pues  lo  relevante  (como  la  propia  resolución 
impugnada viene a reconocer)  es su contenido, es decir,  que en dichas llamadas se 
revelaran  datos  personales  de  sus  clientes  y  especialmente,  información  sobre  su  
situación de morosidad y eso es lo que corresponde acreditar en cada caso..”.  (El 
subrayado es de la Agencia) 

           Concluye la Sentencia que “al no haberse acreditado la infracción del deber del  
secreto por la que ha sido sancionada la entidad demandante” se estima el recurso y se 
anula la sanción impuesta.  (El subrayado es de la AEPD).

           A tenor de lo expuesto, y dado que no existen indicios  razonables de los que se 
infiera que las entidades denunciadas revelaron a terceras personas información sobre 
la condición de moroso del denunciante, en aplicación del principio de presunción de 
inocencia, no se aprecia infracción del artículo 10 de la LOPD, debiendo acordar el 
archivo de las presentes actuaciones. 

Por lo tanto, de acuerdo con lo señalado,

Por el Director de la Agencia Española de Protección de Datos,

SE ACUERDA:

PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

NOTIFICAR la presente Resolución a ANDALUZA DE RECUPERACIONES  DE 
CRÉDITOS Y COBROS, S.L., EL COBRADOR DEL FRAC, S.A. y a D. A.A.A..

De conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 37 de la LOPD, 
en la redacción dada por el  artículo 82 de la Ley 62/2003,  de 30 de diciembre, de 
medidas fiscales,  administrativas y del  orden social,  la presente Resolución se hará 
pública,  una vez haya sido notificada a los interesados.  La publicación se realizará 
conforme a lo previsto en la Instrucción 1/2004,  de 22 de diciembre,  de la Agencia 
Española de Protección de Datos sobre publicación de sus Resoluciones y con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 116 del Real Decreto 1720/2007, de 21 diciembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de desarrollo de la LOPD.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa (artículo 48.2 de la 
LOPD), y de conformidad con lo establecido en el artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 
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de  noviembre,  de  Régimen  Jurídico  de  las  Administraciones  Públicas  y  del 
Procedimiento  Administrativo  Común,  los  interesados  podrán  interponer, 
potestativamente,  recurso de reposición ante el  Director  de la Agencia Española de 
Protección  de  Datos  en  el  plazo  de  un  mes  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la 
notificación de esta resolución, o, directamente recurso contencioso administrativo ante 
la  Sala de lo  Contencioso-administrativo de la  Audiencia Nacional,  con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición adicional cuarta de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el 
plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la notificación de este acto, según 
lo previsto en el artículo 46.1 del referido texto legal.

José Luis Rodríguez Álvarez
Director de la Agencia Española de Protección de Datos
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